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Resumen 

 

El tratamiento de los flujos migratorios, en lo que respecta a materia de políticas públicas, 

representa un desafío a nivel interinstitucional para los países receptores de migrantes, de ahí 

que, es un tema constante en la agenda política de las administraciones, de las cuales Costa 

Rica no se encuentra exenta. En el tanto, se debe incorporar a la población migrante dentro 

del engranaje económico y social del país, propiciando su regularización en aras de lograr 

una integración plena y productiva dentro del sistema costarricense (sistema de salud, laboral, 

financiero, vivienda, entre otros). Para ello, resulta necesario desarrollar, adoptar e 

implementar políticas migratorias que se ajusten a la realidad que vive el país; además, que 

puedan responder de forma eficiente y eficaz a las necesidades de la población migrante, bajo 

la perspectiva de respeto de los derechos humanos, pero, de igual manera, puedan dar 

respuestas a las necesidades propias del país, tanto en lo que respecta a mantener la 

estabilidad económica como lograr controlar los niveles de seguridad nacional. Razón por la 

cual, resulta necesario analizar el fenómeno de la migración y su carácter transversal sobre 

las diversas áreas internas del país en las que incide. 
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Abstract 

 

The treatment of migratory flows, about public policy matters, represents an inter-

institutional challenge for the countries that receive migrants, that’s why it is a constant issue 

on the political agenda of the administrations, Costa Rica is not an exception. In the 

meantime, the migrant population must be incorporated into the economic and social system 

of the country, promoting its regularization in order to achieve full and productive integration 

(health, labor, financial system). In order to do it, it is necessary to develop, adopt and 

implement migratory policies that adjust to the reality of the country; in addition, it is 

primordial that they can respond efficiently and effectively to the needs of the migrant 

population, always under the perspective of respect for human rights, but in the same way, 

how import is they can respond to the internal needs of the country, in terms of economic 
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stability, such as achieving control of national security levels. For these reasons, it is 

necessary to analyze the phenomenon of migration and its transverse character on different 

internal areas of the country in which they affect. 
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Introducción 

 

La movilidad migratoria se trata de un proceso dinámico y constante que se atribuye a la 

situación social, económica y política que acontece en los países (Borge, 2006). Tal 

fenómeno, según lo describe Aruj (2008) trae consigo una serie de efectos, tanto negativos 

como positivos, que se reflejan en las sociedades de los países emisores y receptores de 

migrantes. Por una parte, el país de origen que sufre las consecuencias de la salida masiva, o 

paulatina, de sus ciudadanos con graves ramificaciones a nivel interno en lo que respecta a 

lo estructural y económico, tanto a nivel familiar como de comunidades (Castle, s. f.). Y, por 

otro lado, se encuentra el país destino que, al contar con características especiales atribuibles 

a su nivel de vida, son las que le otorgan un papel relevante y atractivo para todos aquellos 

que están en la búsqueda de mejores condiciones; atributos que, a la vez, provocan sea 

necesario realizar un análisis interno de la situación país para lograr hacerle frente a esta 

demanda e incorporar a la población migrante dentro de su engranaje político, económico y 

social (Brown-Gort, 2016).  

 

En el caso de Costa Rica, el país se ha visto expuesto a grandes flujos migratorios a través 

de los años, como ocurrió en los años 80´s y 90´s producto de los conflictos militares y 

políticos en diversos países de Centroamérica (Acuña, 2005). Igualmente, la crisis sufrida en 

Venezuela  que provocó que más de 1.5 millones de personas tuvieran que movilizarse hacia 

diversos países a encontrar refugio, convirtiéndose Costa Rica en uno de los principales 

destinos (Organización de las Naciones Unidas, ONU, 2018) y, de forma más reciente, el 

traslado de nicaragüenses huyendo de la opresión de su gobierno, que si bien ha sido una 

constante entre las fronteras de Nicaragua y Costa Rica, durante los últimos meses se ha 

intensificado, como lo expone Murillo (2018) señalando que “Costa Rica registra una fuerte 

presión migratoria y una alarma en el comercio regional por la grave crisis política, social y 

económica que vive Nicaragua” (párr. 1).   

 

Además, dentro de los flujos migratorios, es posible identificar diversos tipos de migrantes y 

necesidades, que es lo que se conoce como “flujos mixtos de migrantes” (Derderian y 

Schockaert, 2009, p. 107). Por un lado, se habla de los migrantes económicos cuyos 

movimientos son “originados por motivaciones ajenas al ocio, provocados generalmente, por 

razones económicas” (Perelló y Llanes, 2015, p. 52), quiere decir que, son aquellos que se 

trasladan para mejorar condiciones de vida.  

 

De otra parte, se encuentran quienes solicitan refugio, que, según lo que establece el artículo 

106, inciso 2, de la Ley General de Migración y Extranjería (Asamblea Legislativa, 2009), 
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su situación se atribuye a temores fundados de persecución por diversos motivos (raza, 

religión, orientación sexual, entre otras) y que, por la situación propia del temor, no pueden 

o no quieren acogerse a la protección de su país. Y, también, se hace mención de aquellos 

que se trasladan en busca de asilo, que según lo indicado en el artículo 109 del cuerpo 

normativo citado, son aquellos que se movilizan por ser perseguidos por motivos políticos y 

conexos. Ante esta diversificación de migrantes, Brown-Gort (2016) menciona la posibilidad 

de que en algún punto puedan coincidir las necesidades (sociales, laborales, seguridad) por 

satisfacer entre ellos. Además, el autor en mención, de igual manera, se refiere a la 

diversificación en cuanto a la edad, género y motivos que impulsan los nuevos movimientos 

migratorios. 

 

Independientemente del tipo de migrante que se trate, todas las situaciones, de manera 

general, exponen al Estado la urgencia de superar una serie de retos dentro de su estructura 

funcional, lo que lleva a cuestionarse si el país cuenta con la capacidad, desde una perspectiva 

integral institucional y política, para hacer frente a este inminente fenómeno global, 

especialmente cuando dicho fenómeno, según lo expone Suárez (2008) es de carácter 

transversal con fuerte incidencia en diferentes aspectos internos del país (económico, 

político, social y cultural), acrecentando la complejidad respecto al tratamiento que se le debe 

brindar a los movimientos migratorios. 

 

 

Concepto de migración  
 

Para dar respuesta a la interrogante planteada, es preciso comprender a qué se refiere el 

fenómeno de la migración. En términos generales, según Giménez (como se citó en Micolta, 

2005), la migración consiste en el desplazamiento de una persona o conjunto de personas que 

se movilizan desde el lugar en el que habitualmente residen, hacia otro diferente con el 

objetivo de lograr permanecer en aquel más o menos tiempo, para logar específicamente 

atender alguna necesidad o conseguir una determinada mejora de sus actuales condiciones 

(trabajo, seguridad, educación). De esta definición se pueden extraer diversos elementos, 

como lo es hablar de desplazamiento, satisfacer necesidades y mejora de condiciones, 

aspectos que pueden triangular un contraste respecto a las limitaciones y restricciones del 

lugar donde viven y aquellas expectativas de lo que pueden llegar a alcanzar en el país 

destino. Según lo explica Moslow (como se citó en Aruj, 2008) al decir, 

 

el ser humano está objetivamente orientado hacia la búsqueda de metas y 

objetivos para la satisfacción de sus necesidades, tanto biológicas como 

cognitivas, y en los países expulsores, las condiciones para lograr esos 

objetivos están cortadas por la situación de crisis permanente y violencia 

perpetua (p. 99). 

 

La migración no solo consiste en un proceso de trasladar materialmente la vida de las 

personas, ya que tiene una connotación mucho más profunda, como lo considera Stalker, 

(como se citó en Aruj, 2008), en cuanto que el proceso migratorio trae consigo una serie de 
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esfuerzos y sacrificios. Todas sus extensiones trastocan la identidad cultural, social y 

psicológica de los involucrados; situaciones que pueden llegar a provocar deterioro de las 

formas en las que los individuos se relacionan, habitan e incluso adaptan al mundo (Sanz y 

Valenzuela, 2016). Forma parte de un proceso complejo y difícil; al respecto, Maldonado y 

Reyes (s. f.) indican que, durante el proceso de migrar, los migrantes pueden experimentar 

diversos niveles de estrés que llegan a superar la capacidad de adaptarse o lidiar con la 

situación que enfrentan. Bajo la misma tesitura, Grinberg y Grinberg (como se citaron en 

Páez, s. f.) explican lo siguiente “el traslado no implica simplemente un cambio de contexto, 

sino que involucra una transformación central a nivel subjetivo, alterando la vida de quien la 

atraviesa, su concepción de sí mismo y la forma en que se relaciona” (p. 7). 

 

 

El derecho a migrar 

 

El fenómeno migratorio, por su parte, encuentra sustento en el propio derecho a migrar, el 

cual se encuentra contemplado en el artículo 13 de la Declaración de los Derechos Humanos 

(ONU, 1948) al disponer lo siguiente “1. Toda persona tiene derecho a circular libremente y 

a elegir su residencia en el territorio de un Estado. 2. Toda persona tiene derecho a salir de 

cualquier país, incluso del propio, y a regresar a su país”.  

 

El derecho a migrar, o al de libre circulación, contemplado en el apartado anterior, se 

encuentra a su vez compuesto de seis elementos (Ceriani, s. f), los cuales son posible 

ubicarlos, según Blanco (cómo se citó en Micolta, 2005), en tres subprocesos descritos a 

continuación: 

 

a) Emigración  

 

1) El derecho a no migrar: Señala la libertad y autonomía de no tener que movilizarse. Sin 

embargo, resulta necesario analizar las causas estructurales y coyunturales que obligan a las 

personas a desplazarse. Lo que confiere carácter forzoso a la decisión de migrar y a su vez el 

efecto privativo del ejercicio del derecho como tal. Sobre ello, se menciona lo siguiente:  

 

Aunque muchos migrantes se desplazan para aprovechar las crecientes 

oportunidades, por elección genuina, libre y fundada, muchos otros se ven 

obligados a desplazarse debido a la pobreza, a la falta de un trabajo decente, a 

la exclusión social, la violencia generalizada, la persecución, las violaciones 

de los derechos humanos, los conflictos armados, la xenofobia y la 

degradación del medio ambiente (ONU, 2013, p. 7). 

 

Se refiere a atributos objetivos que condicionan el ejercicio del derecho, los cuales son ajenos 

a la voluntad del migrante; que, a su vez, implican la vulneración de otros derechos, 

convirtiéndose en el ejercicio de un derecho condicionado, como lo explica Borge (2006) 

“no salen de su territorio por elegir entre alternativas que les favorezcan o les generen un 
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valor agregado, lo hacen porque no tienen alternativa. Es una elección forzosa, guiada por la 

necesidad” (p. 5). 

 

2) El derecho a salir del país: Como el elemento anterior, no puede existir restricción para 

que las personas, si así lo desean, puedan salir o no de su país o del país en el que se 

encuentren, ya que es un derecho consagrado en la Convención América sobre Derechos 

Humanos (Organización de los Estados Americanos, OEA, 1969). Sin embargo, se debe 

indicar que no es un derecho irrestricto ya que se encuentra sujeto a las disposiciones 

migratorias del país que lo recibiría (en caso de los migrantes) y del control migratorio que 

aplique. De igual manera, en el caso de Costa Rica, un extranjero que incumpla con las 

disposiciones legales podrá ser compelido a abandonar el país por estar así estipulado en el 

artículo 31 de la Ley General de Migración y Extranjería (Asamblea Legislativa, 2009). 

 

3) El derecho a un tránsito seguro: Siempre bajo un enfoque de derechos humanos. Se 

entiende como el poder movilizarse sin que ello signifique verse expuesto a condiciones 

precarias. Es un derecho que debe analizarse desde la perspectiva costo-beneficio de lograr 

llegar al país que se desea y las implicaciones de si se traslada de forma regular o irregular. 

 

b) Inmigración 

 

1) El derecho a ingresar a otro país:  Derecho que se encuentra estrechamente condicionado 

al derecho a salir. Esto quiere decir que, salir de un país implica la necesidad de ingresar a 

otro; por lo tanto, corresponde a cada Estado la prerrogativa soberana de decidir aquellos 

criterios de admisión según su normativa migratoria (Organización de las Naciones Unidas, 

Organización Internacional del Trabajo y Unión Interparlamentaria, 2015).  De igual manera, 

según lo describe Díaz (2016) no se debe entender, de forma abstracta, el ejercicio que realice 

el Estado de esta potestad, ya que al determinar quién traspasa sus fronteras deberá realizarlo 

bajo un enfoque de respeto de los derechos fundamentales.  

 

2) El derecho a permanecer en ese país de manera temporal y/o definitiva: Una posición al 

respecto es la expuesta por Carbonell (s. f.) al decir “Una vez que una persona está dentro de 

cierto territorio y reside en él de forma permanente, debería adquirir un estatuto jurídico de 

pleno derecho, al menos en relación con los derechos [sic] fundamentales” (p. 68). La ya 

citada ley en materia migratoria establece en su artículo 31 que todos los migrantes tienen 

los mismos derechos y garantías individuales y sociales que le son reconocidos a los 

costarricenses una vez se encuentren en el país.  

 

Por su parte, este derecho es posible relacionarlo con el principio de no devolución que rige 

en materia de refugiados, contemplado en el artículo 22 inciso 8 de la Convención Americana 

de Derechos Humanos (OEA, 1969) que dispone lo siguiente: 

 

En ningún caso el extranjero puede ser expulsado o devuelto a otro país, sea 

o no de origen, donde su derecho a la vida o a la libertad personal está en 

riesgo de violación a causa de raza, nacionalidad, religión, condición social o 

de sus opiniones políticas. 
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El trasfondo de este artículo representa la adquisición de un compromiso por parte del país 

al que se ingresa de extender protección a la persona, esto por encontrarse en una condición 

especial; situación que, a la vez, implica que debe dotarse al migrante de las condiciones 

esenciales para lograr su adaptación al sistema nacional, representando una movilización de 

recursos para poder satisfacer dicha demanda. 

 

 

c) Retorno 

 

El derecho a un retorno adecuado, en el tanto que tener residencia o ser refugiado en un país 

extranjero no significa que no se pueda retornar al país de origen si las condiciones que 

obligaron la salida han cambiado o si las condiciones actuales en las que vive el migrante así 

lo demandan. Al respecto, Ceriani (s. f.) se refiere a dos tipos de retorno; uno de carácter 

voluntario, que descansa sobre la voluntad propia del migrante a retornar sin condiciones. 

Por otro lado, se encuentra el retorno forzado al cual Durán (2011) se refiere como aquellos 

casos “cuando ésta [persona migrante] no cumple o ha dejado de cumplir los requisitos 

establecidos por dicho Estado para la entrada y/o permanencia en su territorio” (p. 10).  El 

Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados, ACNUR, (1996) de forma 

general menciona que tal retorno debe llevarse a cabo bajo condiciones de seguridad jurídica, 

física, material y en respeto de la dignidad de los migrantes. 

 

En los procesos migratorios, según lo describe Acuña (2005) se pueden observar ambas caras 

del dilema social. Por un lado, el peso que representa las diferencias entre los niveles de vida 

y conflictos sociales y condiciones ambientales que motivaron la migración y, por otro lado, 

el estigma social que representa ser migrante. Para Ceriani (s. f.) ser migrante, dependiendo 

las condiciones del desplazamiento, mantiene en sí mismo una connotación negativa, ya que 

de esto depende de cómo serán percibidos por el país al que se trasladan y, de igual manera, 

cuáles serán las condiciones a las que se deberán de enfrentarse (rechazo, condiciones de vida 

precaria, violencia, explotación laboral). Una posición al respecto es la que se describe a 

continuación: 

 

Para el habitante del segundo [mundo], los muros de controles migratorios, 

leyes de residencia, políticas de “calles limpias” y “aniquilación del delito” se 

vuelven cada vez más altos; los fosos que los separan de los lugares deseados 

y la redención soñada se vuelven más anchos y los puentes, al primer intento 

de cruzarlos, resultan ser levadizos.(…) Los segundos lo hacen subrepticia y 

a veces ilegalmente; en ocasiones pagan más por la superpoblada tercera clase 

de un bote pestilente y derrengado que otros por los lujos dorados de la 

business class; se les recibe con el entrecejo fruncido, y si tienen mala suerte 

los detienen y deportan apenas llegan (Bauman, 1999, pp. 117-118). 
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El Estado costarricense, como garante de derechos, debe responder de manera positiva, 

mediante la integralidad de políticas, a esta movilización y lograr su integración en los 

diversos sectores del país (sistema laboral, salud, vivienda, bancario, fiscal, entre otros) ya 

que si se logra su formalización ambas partes lograrán verse beneficiadas. Además, el artículo 

3 de la Ley General de Migración y Extranjería dispone:  

 

Mediante la presente Ley se regula el control de las personas migrantes y se 

fomenta la integración de estas a la sociedad, con base en los principios de 

respeto a la vida humana, a la diversidad cultural y de las personas, a la 

solidaridad, la equidad de género, así como a los derechos humanos 

garantizados en la Constitución Política, los tratados y los convenios 

internacionales debidamente suscritos, ratificados y vigentes en el país 

(Asamblea Legislativa, 2009).  

 

 

¿Qué se entiende por Política Pública?  

 

Es necesario referirse al concepto de política pública, en aras de comprender como estas se 

originan y el fin que persiguen satisfacer con su creación. Aguilar (como se citó en Aguilar 

y Lima, 2009) brinda la siguiente definición al considerar la política como:   

 

El curso de acción que sigue un actor o un conjunto de actores al tratar un 

problema o asunto de interés. El concepto de políticas presta atención a lo que 

de hecho se efectúa y lleva a cabo, más que a lo que se propone y quiere. Las 

políticas se conforman mediante un conjunto de decisión, y la elección entre 

alternativas (p. 4). 

 

Quiere decir que, consisten en aquel conjunto de decisiones que se toman dentro de una 

colectividad, dirigidas a satisfacer una problemática o tema de interés y la política pública se 

convierte en el instrumento para dar respuesta a la necesidad expuesta y permitir el accionar 

estatal. Complementado la definición anterior, Roth (como se citó en Vargas, 2009) indica 

que dichas acciones se encuentran bajo la tutela de organizaciones o instituciones estatales 

que serán las encargadas de orientar la aplicación de estas políticas para enfrentar la situación 

que dio razón a su nacimiento. Por su parte, Borge (2006) se refiere a las políticas, si bien 

como medios de acción, también considera a las mismas como un reflejo de aquellas 

prioridades que se esgrimen dentro de la administración; resaltando con dicha apreciación la 

incidencia de la agenda política en la creación de las políticas públicas. El caso de Costa Rica 

no es excepción, como lo exponen González y Horbaty (como se citaron en González y 

Vílchez, 2013) al decir “Los esfuerzos realizados por Costa Rica en materia de políticas 

migratorias han obedecido a necesidades coyunturales del aparato productivo costarricense” 

(p. 5). 
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Características de las políticas públicas 

 

Las políticas públicas, en general, deben contar con ciertas características que les permitan 

ser funcionales en la práctica, para ello Stein y Tommasi (2006) proporcionan una lista macro 

de aspectos que deben contener, sin detrimento de otros elementos que se puedan incorporar. 

Dentro de las características que mencionan dichos autores se encuentran las siguientes:  

 

1) Estabilidad. - Se trata de que las políticas se mantengan estables en el trascurso del tiempo; 

sin embargo, no se puede confundir dicha estabilidad con rigidez, como lo exponen Franco 

y Scartascini (2014) “Tener políticas estables no significa que las políticas no pueden cambiar 

en absoluto, sino que los cambios tienden a responder a condiciones económicas cambiantes 

(…) y no a cambios en el gobierno u otras crisis políticas” (p. 8). 

 

2) Adaptabilidad. - Se refiere a la posibilidad de que las políticas se puedan ajustar a las 

condiciones que vive cada país y puedan responder a las demandas o cambios en el tiempo. 

 

3) Coherencia y coordinación. - El artículo 7 de la Ley General de Migración y Extranjería 

(Asamblea Legislativa, 2009), se refiere a la coordinación interinstitucional como aquel 

instrumento para lograr dar respuestas efectivas al tema migratorio. Adicionalmente, Franco 

y Scartascini (2014) resaltan la importancia de la coordinación entre los diversos actores a 

través del tiempo como medida para que las políticas se mantengan a lo largo de las diversas 

administraciones y que sean coherentes con políticas afines, como lo apunta Pajares (s. f.) al 

indicar que “las políticas migratorias han de estar en coherencia con las políticas de 

desarrollo. No cabe duda de que habrá que ver cómo gestionar las migraciones para que los 

países receptores saquen también el máximo provecho” (Una gestión más global y coherente, 

párr. 3). 

 

4) La calidad de implementación y ejecución. - Esta característica se atribuye a la capacidad 

que tenga el Estado de ejecutar las políticas como tal. El Ministerio de Planificación Nacional 

y Política Económica, MIDEPLAN (2016) se refiere a la necesidad de contar con un modelo 

de gestión, en donde se establezcan el funcionamiento, así como los recursos con los que 

deberá contar el Estado para garantizar la efectiva aplicación de las políticas, ya que se puede 

contar con políticas bien estructuradas, pero a falta de lineamientos su implementación 

resulta deficiente. Una opinión al respecto es la que aporta Velázquez (2009) que dice: 

 

La política pública será exitosa cuando logre producir los resultados previstos 

por sus autores, contribuyendo a la reducción del problema o a su prevención; 

sin embargo, esto no siempre ocurre, pudiendo fracasar total o parcialmente, 

incluso agravando la situación considerada inicialmente (p. 166).  

 

5) Orientación hacia el interés colectivo. - Se refiere a la medida en que la política logra 

satisfacer el interés público. Como lo expone el Consejo Nacional de Migración (2013) 
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respecto a lo imperante que se vuelve reconocer las carencias y desventajas de algunos 

sectores de la población.  

 

6) Eficiencia. - El uso que realice el Estado de los recursos, humanos y económicos, con los 

que cuenta para implementar las políticas, según lo indican Franco y Scartascini (2014). Stein 

y Tommasi (2006) por su parte, señalan que uno de los problemas respecto a la asignación 

de recursos, es que estos se distribuyan para favorecer ciertos sectores en detrimento de 

aquellos sectores que lo requieren.  

 

Además de las características mencionadas, MIDEPLAN (2016), se refiere a preguntas 

básicas orientadoras para la formulación de las políticas, dentro de las que describe las 

siguientes 

 

La importancia de la política radica en el objetivo diseñado para ordenar el 

curso de acción del Estado y sus prioridades. Esta deberá responder a las 

preguntas básicas del: ¿Qué? ¿Por qué, para qué y para quienes la política?, 

¿cuál es la justificación principal? y ¿cuáles son los antecedentes?, ¿qué 

transformación se busca alcanzar con la PP? En esta se incluyen los 

principales aspectos de los problemas a solucionar o atender por medio de la 

acción sinérgica y articulada, los cuales involucran el compromiso y respaldo 

de los principales actores que intervienen (p. 10). 

 

 

Políticas migratorias 

 

El artículo 8 de la ya mencionada ley en materia migratoria dispone que la planificación de 

las políticas consiste en un trabajo conjunto entre instituciones públicas y privadas; de forma 

tal que, no solo recae sobre el Estado lograr que las políticas sean efectivas; sin embargo, si 

es competencia del Estado promulgarlas bajo los criterios que determine. Sobre ello, la Sala 

Constitucional de la Corte Suprema de Justicia (1999) ha declarado que,  

 

tanto en el derecho nacional como en el internacional, se le reconoce al Estado 

la potestad de establecer la política migratoria del país, esto es, la 

determinación de las reglas relativas a regular el ingreso y permanencia en el 

territorio nacional de los extranjeros, sea temporal o permanente; potestad que 

debe ejercer con absoluto respeto a los principios y normas constitucionales, 

para garantizar al extranjero un trato objetivo, fundado en la dignidad del ser 

humano y en el respeto de los derechos fundamentales (“ De la competencia 

del Estado”, párr. 1). 
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Si bien la formación de políticas migratorias debe mantener un enfoque de derechos 

humanos, como elemento primordial en el tratamiento de las personas migrantes; de igual 

manera, de forma complementaria, según indica Marmona (como se citó en Carmona, 

Chávez y Gatica, 2007), se debe dimensionar hacia otros temas que mantienen estrecha 

relevancia con el desarrollo del migrante, siendo el caso del desarrollo económico, mano de 

obra (políticas laborales), estructura social; así como también, el espacio físico para un 

desarrollo integral. De forma tal que, consiste en el análisis y consideración de una gama 

extensa de temas para lograr la formulación de las políticas coherentes, eficaces y que 

canalicen los objetivos de los individuos. En cuanto a mantener un enfoque en los derechos 

humanos, Gonzáles (s.f) se refiere a ello de la siguiente forma “no se trata, simplemente, de 

dar una silla, sino de facilitar el crecimiento de las personas y pueblos discriminados, 

aumentando su capacidad de ejercer poder en la sociedad, su autonomía socioeconómica y 

su valoración cultural” (p. 3).  

 

Las políticas públicas dirigidas al tratamiento de la población migrante, deberían ser un 

reflejo de las políticas aplicadas a los propios ciudadanos de una nación, siendo una postura 

al respecto la siguiente:  

 

Si un Estado lleva a cabo políticas públicas que procuran el desarrollo de sus 

ciudadanos, estas beneficiarán también a los extranjeros. Caso contrario, 

cuando un Estado no cuenta con políticas públicas dirigidas a mejorar la 

calidad de vida de sus nacionales, los extranjeros también se verán 

perjudicados directa o indirectamente (Borge, 2006, p. 3). 

 

Por su parte, Morales (2008) hace referencia a la importancia y constancia de la inclusión del 

tema migratoria dentro de la agenda pública y expone dos visiones que resulta necesario 

analizar. Por un lado, una visión regulacionista, orientada a la imposición de medidas para 

frenar el flujo migratorio; y su contraparte, consiste en una visión integracionista, dirigida al 

establecimiento de políticas para alcanzar la inserción laboral y social de los migrantes. 

 

En cuanto a las visiones anteriormente mencionadas, es posible ubicarlas dentro del texto 

descrito en el artículo 3 de la mencionada ley en materia migratoria. Dicho artículo en su 

párrafo primero hace referencia a la visión integracionista al disponer lo siguiente “Mediante 

la presente Ley se regula el control de las personas migrantes y se fomenta la integración de 

estas a la sociedad”. Y, en su segundo párrafo, establece las medidas para el control 

migratorio “La Dirección General de Migración y Extranjería determinará las condiciones 

para el ingreso de personas no residentes al país; para ello, establecerá los criterios para la 

clasificación de visa”.  

 

Ambas visiones pueden llegar a coincidir en algún momento, como lo menciona Sanmartín 

(2013) al indicar lo siguiente “Dichas políticas [control migratorio] no sólo consisten en 

regular la entrada de individuos a un territorio, es sólo el primero de una sucesión de pasos 

hasta asentar de manera legal y conseguir la integración de los individuos que decidan 
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migrar” (p. 245). Sobre ello, la Dirección Nacional de Desarrollo de la Comunidad, por sus 

siglas, DINADECO, (s. f.), refiriéndose al propósito que persigue la ya citada ley migratoria, 

coincide con los expuesto por Sanmartín, ya que establece que la norma migratoria no se 

restringe a imponer requisitos de mera permanencia en el país, sino que, por el contrario, 

encierra la idea de un principio teleológico institucional que consiste en fomentar la 

integración a la sociedad de las personas migrantes.  

 

Bajo la misma idea de la visión regulacionista, Gonzáles y Vílchez (2013) resaltan la 

importancia de tratar el tema migratorio bajo un enfoque de seguridad nacional y que como 

consecuencia de ello los países tengan la potestad de cerrar sus fronteras empleando los 

mecanismos que consideren idóneos para controlar el ingreso de migrantes; sin embargo, 

dichas autoras determinan que las restricciones de ingreso impuestas deben encontrar 

sustento en razones lógicas y reales; de tal manera que, no verse sobre actuaciones 

discriminatorias. 

 

Por otro lado, los artículos 6 y 7 de la ley migratoria que se ha mencionado a lo largo del 

artículo, establece cuales son los puntos de enfoque para la formulación y orientación de la 

política migratoria, dentro de los cuales en forma reiterada señala la necesidad de que se 

contribuya con el desarrolla nacional, el enriquecimiento económico, social y cultural de la 

sociedad; así como también, mantener la seguridad pública.  

 

De igual manera, Gonzales y Vílchez (2013) destacan la importancia de velar por la 

protección de los derechos humanos y la protección de las garantías contempladas dentro de 

la Constitución Política. Garantías que, según el artículo 19 de la propia carta magna 

(Asamblea Nacional Constituyente, 1949) son todas aquellas que disfrutan y se encuentran a 

disposición de los nacionales; por lo que los migrantes tienen los mismos derechos y deberes, 

con las excepciones que el propio articulado establece en cuanto a la prohibición de intervenir 

en asuntos políticos. 

 

Costa Rica es un estado que a lo largo de su historia ha suscrito y ratificado diversos 

convenios y tratados internacionales (Organización de las Naciones Unidas, por sus siglas, 

ONU, s. f.), dentro de los que se incorpora el compromiso que adquiere el país de velar por 

la protección de derechos humanos en favor de todas las personas, incluyendo a la población 

migrante. Al respecto, Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia (2011) ha 

declarado lo siguiente: 

 

Cabe mencionar que en el ordenamiento jurídico costarricense los 

Instrumentos Internacionales de Derechos Humanos, más que meros criterios 

de interpretación de los derechos fundamentales, constituyen verdaderas 

reglas jurídicas, plenamente exigibles por parte de los particulares a las 

autoridades públicas, a tal grado que sí reconocen un derecho o confieren 

mayor protección de una libertad que la norma prevista en la Constitución 
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Política, priman por sobre ésta (Sobre la libertad de conciencia y de religión, 

párr. 7). 

 

Como consecuencia del compromiso adquirido, nace el deber de promulgar dentro del 

ordenamiento interno del país las normas pertinentes para dar cumplimiento a las 

obligaciones impuestas en los instrumentos internacionales. En el tanto que, “los gobiernos 

se comprometen a adoptar medidas y leyes internas compatibles con las obligaciones y 

deberes dimanantes de los tratados” (ONU, s. f., párr. 4). 

 

La incorporación de los migrantes dentro del engranaje social del Estado trae consigo una 

serie de retos, como lo expone el Consejo Nacional de Migración (2013) al indicar que uno 

de los principales desafíos es lograr la regularización del migrante y de los refugiados, en 

aras de formalizar su estadía y alcanzar una integración plena y productiva dentro del país. 

Por lo que dicho consejo se refiere a que tal formalización traería consigo beneficios dentro 

de los que mencionan que 

 

pueden realizar aportes a la seguridad social y aportar así a la sostenibilidad del 

sistema contributivo de la CCSS, pilar del régimen del Estado Social de Derecho de 

Costa Rica y, sobre todo, pueden hacer exigir el ejercicio pleno de sus derechos y 

deberes como habitantes del país (p. 44). 

 

 

Actores institucionales  

 

De acuerdo con las visiones antes descritas, especialmente en lo que respecta a la 

integracionista, la cual es pilar en el tratamiento del migrante, se debe analizar cuáles han 

sido algunas de las acciones que han tomado las instituciones para lograr una efectiva 

integración de dicha población en el sistema nacional. 

 

En primer lugar, resulta necesario referirse a la Dirección General de Migración y 

Extranjería, la cual cuenta con un departamento denominado Dirección de Integración y 

Desarrollo Humano, siendo la “unidad encargada del desarrollo, implementación y 

promoción de política de integración de la DGME” (Dirección General de Migración y 

Extranjería, DGME, 2011). Dicha dirección desarrolla planes nacionales de integración.  En 

la actualidad, cuenta con el Plan Nacional de Integración para el período 2018-2022 

(Dirección de Integración y Desarrollo Humano, DIDH, 2017), siendo una segunda versión 

del que se desarrolló para el período 2013-2017.   

 

Es un plan que forma parte de la gestión del Fondo Social Migratorio (La Nación, 2011), el 

cual nace con la Ley General de Migración y Extranjería y se encuentra descrito en su artículo 

241. Dentro del cual se indica que dicho fondo se administra como un fideicomiso operativo. 

Se debe mencionar que, los recursos que forman parte del fideicomiso, como lo indica Segura 
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(2016) son producto de lo recaudado por concepto del pago migratorio descrito en el artículo 

33 inciso 4 de la mencionada ley migratoria, como requisito para la regularización del 

extranjero y, de lo recaudado, se distribuyen porcentajes a las instituciones beneficiarias del 

fondo descritas en el artículo 242 de la citada ley. De igual manera, la autora en mención se 

refiere a este financiamiento como “un mecanismo perverso de financiamiento para apoyar 

el proceso de integración de estas personas, ya que se carga a las personas migrantes el costo 

de su propia integración” (p. 26).   

 

El Plan de Integración, desde una perspectiva macro, se encuentra orientado al desarrollo de 

proyectos a través de un trabajo en conjunto con actores institucionales para satisfacer las 

necesidades, en diversas áreas, de la población migrante; sin embargo, en esta segunda 

versión se indica que su antecesor no contó con el rigor suficiente para establecer su carácter 

vinculante y la obligatoriedad de que participaran los actores fundamentales del proceso, por 

lo que su implementación fue deficiente. Además, se refiere a la rigidez de los proyectos que 

fueron presentados, los cuales no se ajustaban al dinamismo del fenómeno migratorio. El 

citado plan, expone, de igual manera, la problemática de la falta de compromiso de las 

instituciones de aceptar el liderazgo y metodología del instrumento.  

 

Más allá de la falta de cumplimiento de los proyectos, aspecto que en esta segunda versión 

del plan no se considera como un fracaso, se reconoce y da merito a la iniciativa de estar 

dando los primeros pasos en el avance del tratamiento integral de la población migrante al 

decir lo siguiente:  

 

Con el proceso de la creación del Plan se logró poner en la palestra nacional la 

relevancia del tema de integración, y se permitió convocar a todas estas instituciones 

alrededor del tema migratorio, recalcando que esta iniciativa fue la primera en su tipo 

que se había realizado en nuestro país, generando así que se visualizara el tema 

migratorio dentro de las percepciones institucionales (DIDH, 2017, p. 44). 

 

De forma tal que, se permite realizar un diagnóstico a lo interno de las instituciones participes 

y crear conciencia colectiva respecto a las diversas necesidades que agobian a los migrantes 

y la urgencia de ejecutar acciones, como consecuencia de los compromisos adquiridos por el 

país a nivel internacional. 

 

El plan anteriormente citado, si bien se refiere a las instituciones participes, también indica 

que no se puede restringir su ejecución solo a estas, ya que menciona la necesidad del 

“accionar de otros actores que construyen integración, aunque no se beneficien del FSM” 

(DIDH, 2017, p. 43). De manera tal que, se logre dimensionar los efectos del plan en otras 

instituciones. Sobre ello, la Política Integral Migratoria para Costa Rica 2013-2023 (Consejo 

Nacional de Migración, 2013) expone lo siguiente “con la finalidad de lograr una adecuada 

ejecución de la Política Migratoria Integral, se requiere la activación y trabajo colectivo de 

los distintos actores de la institucionalidad costarricense vinculados de una u otra manera con 

la dinámica migratoria” (p. 68). Ampliando el espectro de las instituciones del Estado que 
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deben formar parte del trabajo de coordinación conjunta y evitar que se realicen esfuerzos 

dispersos en la materia.  

 

Otro actor institucional, es el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, por sus siglas MTSS, 

el cual cuenta con el programa intégrate al empleo (MTSS, 2018), que se desarrolla mediante 

el trabajo en conjunto con el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados.  

El objetivo que persigue el programa es incentivar a las empresas, mediante el pago de un 

subsidio, para que contraten a personas en condición de refugiadas o en proceso de solicitud. 

Sin embargo, a pesar de que el programa es una medida para incorporar a los refugiados, 

Rodríguez (2018) menciona que no se ha recibido respuesta por parte de los actores privados 

y que a pesar de las acciones del gobierno no se ha logrado el nivel de contrataciones 

esperado, agravando la situación de los refugiados al no percibir ingresos. 

 

El programa mencionado anteriormente, no da tratamiento a los migrantes que se encuentran 

de forma irregular en el país, los cuales, según se expone en el Plan de Integración citado 

líneas anteriores, son los más vulnerables por las condiciones laborales a las que se ven 

expuestos, debido a la ausencia de compromiso de los patronos de respetar los lineamientos 

laborales y migratorios y a la falta de recursos por parte del Ministerio de Trabajo para poder 

realizar las inspecciones y controles para verificar el cumplimiento de la ley. Al respecto, 

Segura (2016) expone su preocupación al indicar lo siguiente,  

 

el MTSS tiene importantes debilidades por la falta de recursos suficientes para 

cumplir con su mandato, es preocupante que ningún porcentaje [Fondo Social 

Migratorio] haya sido destinado al MTSS para fortalecer las capacidades que le 

permitan velar por el cumplimiento de la normativa laboral y las condiciones 

laborales (p. 26).  

Lo que representa un esfuerzo para la institución; ya que en lo que respecta a materia laboral 

no existe distinción entre migrantes y nacionales, según lo descrito en el artículo 31 de la 

mencionada ley migratoria que indica que los extranjeros gozan de los mismos derechos y 

garantías que le son reconocidos a los nacionales, por lo que se amplía su protección a los 

derechos laborales en cuanto a defensa y asesoría.  

 

Por último, resulta necesario referirse a la Caja Costarricense de Seguridad Social, como ente 

encargado del sistema de salud. Dicha institución, cuenta con un departamento denominado 

Validación de Derechos, dentro del cual se ofrece el servicio de seguro por el Estado, siendo 

uno de los grupos beneficiados del sistema los extranjeros que se encuentren regulares en el 

país y que, previo estudio, se determine que están condiciones de pobreza extrema que les 

imposibilita cubrir las cotizaciones, según se describe en el Manual de normas y 

procedimiento del seguro por el Estado (Caja Costarricense del Seguro Social, CCSS, 2013). 

Es un mecanismo que se emplea para permitir el acceso a los servicios de salud de aquellos 

que se encuentran en condiciones de extrema vulnerabilidad (pobreza, indigencia medica). 

De igual manera, se hace extensión del servicio a todo menor extranjero, sin importar si se 
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encuentra en condición irregular en el país, por lo que los servicios de salud son gratuitos, 

esto por las leyes especiales de protección al menor.  

 

La ley migratoria, repetidamente citada, establece en su artículo 32 que los extranjeros están 

sujetos a las cargas de seguridad social; de ahí que, todo extranjero que este llevando a cabo 

su proceso de regularización en el país, debe como requisito adquirir el seguro voluntario, 

así estipulado en el artículo 7 inciso 7 de dicha ley, de esa forma se garantiza su participación 

dentro del sistema contributivo social. 

 

Se debe mencionar que, por leyes especiales, se extiende el servicio de salud a las personas 

migrantes en condición irregular, mediante un seguro universal subsidiado por el Estado. 

Siendo el caso de la Ley N° 8612 que aprueba la Convención Iberoamericana de Derechos 

de los Jóvenes (Asamblea Legislativa, 2007), por lo que todo joven entre los 18 y 24 años, 

según lo expone Sancho (2017) “pueden acogerse a la protección que les brinda la ley 8612 

que carga al Estado el costo de los servicios de salud a la población mencionada” (párr. 12).  

También, la Ley General De Protección A La Madre Adolescente N°. 7735 (Asamblea 

Legislativa, 1997), que establece en su artículo 9 que se le brindará asistencia gratuita 

prenatal y posnatal en los centros médicos, independiente la condición migratoria. 

 

Además, se debe mencionar la Directriz N° 037-S (Poder Ejecutivo, 2015), que se refiere a 

la obligación de brindar atención medica integral, tanto a nacionales como extranjeros, para 

que reciban el tratamiento gratuito, por parte del servicio de salud estatal, cuando se trate de 

enfermedades de transmisión sexual, lepra, tuberculosis; en el tanto el servicio se brinda 

como una medida para garantizar, según lo expone  Sancho (2017) “la atención  a personas 

no aseguradas en condiciones especiales de enfermedad (…) por interés de la población en 

general” (párr. 16). Por lo que se orienta al servicio de una población en específico, que por 

sus condiciones es indispensable su atención. 

 

 

Conclusiones 

 

Los procesos migratorios llevan al país a plantearse, en un grado de 360, cuáles son las 

dinámicas y retos que a nivel estructural deben adoptarse en aras de lograr otorgar protección 

a la población migrante, pero bajo la perspectiva que no sobrepase la protección que se le 

brinda a los ciudadanos propios del país, lo cual forma parte de una lucha constante de lograr 

alcanzar una estabilidad en ambos sectores. Especialmente, cuando existen compromisos a 

nivel internacional que lo demandan.  

 

En lo que respecta a enfocar las políticas bajo una perspectiva de respeto de los derechos 

humanos, lleva a plantear la necesidad de no solo ver al migrante como alguien que viene a 

aportar a la sociedad; ya que la ley migratoria constantemente menciona la necesidad de que 

aporten a la economía y desarrollo social, pero como se logra cuando muchas de estas 

personas llegan al país sin ningún tipo de recurso y realizar cualquier trámite de 

regularización implica incurrir en costos y no cuentan con el dinero para ello. Ya esto 

representa el primer obstáculo para lograr una integración plena, lo que lleva al migrante a 

mantenerse en el país irregularmente con todas las carencias que ello implica. Incluso los 

refugiados, que a pesar de que con su condición se les facilita la inserción al mercado laboral, 



16 
 

no logran su incorporación por la falta de interés de los actores privado de contratar a este 

tipo de población, más allá de los esfuerzos que realiza el Ministerio de Trabajo de crear 

programas e incentivos mediante subsidios. Razón por la cual, el refugiado se mantiene en 

condiciones precarias porque más allá de estas acciones, de tratar de incorpóralos, no se 

maneja ningún sistema de seguimiento y apoyo, por lo que simplemente quedan a la deriva 

sufriendo carencias en sus condiciones de vida. Lo que resalta la importancia de contar con 

políticas que no solo se preocupen de formalizar y otorgar permisos de trabajo, sino que no 

sean políticas que den seguimiento para determinar si efectivamente se están dando por 

satisfechas las necesidades de dicha población. 

 

Se debe mencionar que, gran parte de los servicios que brindan las instituciones estatales, se 

enfocan en grupos específicos y especialmente a migrantes ya regularizados en el país. Sin 

embargo, se deja todo un grupo sin ningún tipo de protección; por lo tanto, existe un vacío 

en cuanto a la problemática que viven, ya que no se les brinda ningún tipo de ayuda o asesoría, 

ni en lo que respecta a asuntos de inserción laboral, ni en los servicios de salud; a pesar de 

que se trata de una a población que se encuentra activa en la sociedad. De ahí que, también 

deben incorporarse dentro de los temas de la política para el tratamiento migratorio y 

determinar cómo el país puede lidiar con estas situaciones y reducir los impactos que produce 

esta informalidad. Especialmente, en lo que respecta a la informalidad laboral, que es 

considerada una de las grandes problemáticas, ya que los migrantes se ven expuestos a graves 

vulneraciones de sus derechos por parte de patronos, los cuales incumplen, en primer lugar, 

con la normativa migratoria al contratar migrantes en condición irregular, y en segundo 

porque se aprovechan de las condiciones de necesidad en la que se encuentran. 

 

Costa Rica recibe grandes flujos de migrantes, por lo que debe entenderse que es una realidad 

que vive el país y que estos flujos migratorios tienen gran impacto en el aparato productivo 

del mismo; por lo que simplemente no se puede hablar de implementar políticas superficiales, 

consideradas como medidas paliativas para hacerle frente, ya que es necesario que las 

medidas que se implemente realmente se incorporen dentro de los planes de cada una de las 

instituciones y dentro de los planes nacionales de desarrollo y presupuesto; ya que lo planes 

actuales parecen orientados a satisfacer una necesidad muy general, por lo que no es posible 

hablar de una política migratoria integral como tal, ya que son palpables las trabas en lograr 

que todos los instituciones trabajen en conjunto. Existe aún un largo camino por recorrer en 

este ámbito. Sin embargo, es preciso decir que al menos la iniciativa existe y los planes 

presentados cuentan con las herramientas para lograr desarrollar una política migratoria 

eficiente, pero cuyo impacto no se percibe a un corto plazo. 
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